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1. Introducción

La Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas 

para la modernización del gobierno local (en adelante 

LMMGL), además de modificar diversos aspectos de la 

Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de 

régimen local (en adelante LBRL), respecto de aquellos 

ámbitos en los que la LBRL se vio desbordada por las 

exigencias de una vida local dinámica y rica, profunda-

mente influida por las importantes transformaciones 

sociales, económicas y culturales que han venido expe-

rimentando los municipios españoles durante las últi-

mas décadas, cuales son el modelo orgánico-funcional 

lastrado por una percepción corporativista de la política 

local, y el rígido uniformismo, contemplando a todos o 

a la mayor parte de los municipios, con independencia 

de su demografía y complejidad, como organizaciones 

merecedoras de un tratamiento jurídico uniforme (en 

palabras de la exposición de motivos), introduce dos 

nuevos títulos en la misma, referentes respectivamente, 

al régimen de organización de los municipios de gran 

población (título X) y a la tipificación de las infracciones 

y sanciones por las entidades locales en determinadas 

materias (título XI).

El citado título X se estructura en tres capítulos: el 

primero, dedicado al ámbito de aplicación, el segun-

do, a la organización y funcionamiento de los órganos 

municipales necesarios, y el tercero, dedicado a la ges-

tión económico-financiera. En dicho capítulo tercero se 

prevé la existencia de diversos órganos encargados de 

la citada gestión de los municipios de gran población, 

a saber: el órgano u órganos de gestión económico-

financiera y presupuestaria; el órgano de gestión tri-

butaria; el órgano responsable del control y de la fis-

calización interna, y el órgano para la resolución de las 

reclamaciones económico-administrativas, regulado en 

el artículo 137 LMMGL y objeto de estudio pormeno-

rizado en la presente ponencia, al que se le asignan 

distintas funciones de las cuales solo una es, como ve-

remos, propiamente económico-administrativa.

En materia de revisión de los actos administrativos 

de gestión tributaria en el ámbito local y tras la mo-

dificación de la LBRL a raíz de la promulgación de la 

LMMGL, podemos distinguir entre un régimen general 

y un régimen especial de revisión.

Conforme al régimen general, aplicable a la mayo-

ría de los municipios que no adopten la consideración 

de gran población (“gran ciudad”), habrá que inter-

poner, en primer lugar, el recurso de reposición, que 

constituye la instancia previa y preceptiva que será ne-

cesario agotar si se desea acudir a la vía jurisdiccional, 

es decir, será obligatorio y previo a la vía contencioso- 

administrativa, y está regulado en el artículo 14.2 del 

Real decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 
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  que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora 

de las haciendas locales (en adelante LRHL).

Conforme al régimen especial, aplicable a los muni-

cipios calificados por el artículo 121 como de gran po-

blación, el administrado podrá acudir potestativamente 

al recurso de reposición o a la reclamación económico-

administrativa, siendo la vía económico-administrativa 

un paso previo para acudir a la vía jurisdiccional.

En ambos supuestos, es decir, cualquiera que sea 

la población del municipio, el agotamiento de la vía 

económico-administrativa del Estado sigue siendo pre-

ceptiva para interponer el recurso contencioso-admi

nistrativo cuando el acto de gestión tributaria local 

objeto de impugnación haya sido dictado por la Admi-

nistración tributaria estatal, bien por ser ésta la titular 

originaria de la competencia (gestión catastral del IBI y 

gestión censal del IAE) o bien por actuar por delega-

ción de la Administración local, operando el recurso de 

reposición como potestativo.

2. Órgano para la resolución de las reclama
ciones económicos-administrativas en la esfera 
local

2.1. Justificación

La LBRL (Ley 7/1985) suprimió la vía económico-ad-

ministrativa respecto de los actos administrativos dic-

tados por las corporaciones locales, que debían ser 

impugnados en vía de recurso de reposición previo 

al contencioso-administrativo (artículo 108 de la Ley 

7/1985 y artículo 14 de la Ley 39/1988, en la redac-

ción dada a la misma por la Ley 50/1998, de 30 de di-

ciembre). La STS de 25 de marzo de 2003 razona que 

la incompetencia de los tribunales económico-admi-

nistrativos para conocer de reclamaciones relativas a 

los tributos locales deriva del principio de autonomía 

de la Administración local respecto a la Administra-

ción General del Estado, principio que ha erradicado 

la persistencia –inconstitucional– de cualquier vesti-

gio de tutela, fiscalización o control por órganos de 

la Administración del Estado como son los tribunales 

económico-administrativos.

La Ley 57/2003 (LMMGL) introduce el citado título 

X, donde se regula y establece, para los municipios de 

gran población, un órgano especializado denominado 

“órgano para la resolución de las reclamaciones eco-

nómico-administrativas”.

Siguiendo al profesor Chico de la Cámara, la creación 

de estos órganos de resolución de las reclamaciones eco-

nómico-administrativas se justifica en un triple plano.

1º) Para obtener la deseada eficacia en el actuar 

administrativo y proclamada en el artículo 103 de la 

Constitución española, al señalar que “La Adminis-

tración pública sirve con objetividad los intereses ge-

nerales y actúa de acuerdo con los principios de efi-

cacia, jerarquía, descentralización, desconcentración 

y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al 

Derecho”, estos órganos reducirán la conflictividad en 

la vía contencioso-administrativa, con el consiguiente 

alivio de la carga de trabajo a que se ven sometidos los 

órganos de esta jurisdicción.

2º) Dicho órgano puede constituir un instrumento 

importante para abaratar y agilizar la defensa de los 

derechos de los ciudadanos en un ámbito tan sensible 

y relevante como el tributario, con el fin de garantizar 

el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el 

artículo 24 de la Constitución.

3º) Dicho órgano constituye un filtro para depurar 

las disfunciones de los ayuntamientos en su actuación, 

convirtiéndose ope legis en un órgano de autocontrol 

de la Administración, debiendo estimarse como posi-

tivo que el legislador básico lo imponga aunque sea 

exclusivamente en los municipios de gran población.

A las dos primeras justificaciones se refiere la expo-

sición de motivos al señalar en el punto V de la misma 

lo siguiente:

“También se prevé la existencia de una órgano es-

pecializado para el conocimiento y resolución de las 

reclamaciones sobre actos tributarios de competencia 

local, cuya composición y funcionamiento pretenden 

garantizar la competencia técnica, la celeridad y la in-

dependencia tan patentemente requeridas por los ciu-

dadanos en este ámbito. Este órgano puede constituir 

un importante instrumento para abaratar y agilizar la 

defensa de los ciudadanos en un ámbito tan sensible-

mente relevante como el tributario, así como para redu-

cir la conflictividad en vía contencioso-administrativa, 

con el consiguiente alivio de la carga de trabajo a que 

se ven sometidos los órganos de esta jurisdicción.”

2.2. Ámbito de aplicación

En el nuevo título X (artículos 121 a 138) se establece 

un régimen orgánico específico que será aplicable a los 

siguientes municipios, según el artículo 121:
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a) Obligatoriamente y sin ulteriores requisitos:

–Municipios cuya población supere los 250.000 ha-

bitantes (a excepción del municipio de Barcelona en 

tanto no se apruebe su régimen especial, según lo dis-

puesto en la disposición transitoria cuarta).

–Municipios capitales de provincia cuya población 

sea superior a los 175.000 habitantes.

b) De forma potestativa, cuando así lo decidan las 

asambleas legislativas correspondientes a iniciativa de 

los respectivos ayuntamientos, a:

–Municipios que sean capitales de provincia, capi-

tales autonómicas o sede de las instituciones autonó-

micas.

–Municipios cuya población supere los 75.000 ha-

bitantes que presenten circunstancias económicas, so-

ciales, históricas o culturales especiales.

Particularmente y en relación con el municipio de 

Barcelona, la citada disposición transitoria 4 dispone 

que el título X no le resultará de aplicación. Ha sido 

la Ley 1/2006, de 13 de marzo, la que ha aprobado el 

régimen especial del municipio de Barcelona, cuya ex-

posición de motivos procede reproducir parcialmente 

al contener la misma una explicación de circunstancias 

especiales que rodean a dicho municipio: 

“El municipio de Barcelona dispone desde el año 

1960 de un régimen especial, aprobado por el Decreto 

1166/1960, por el que se regula el régimen especial 

de Barcelona, en virtud del cual se introdujeron de

terminadas singularidades relativas a la organización, 

administración y hacienda municipal en dicho munici-

pio. Este régimen especial fue complementado con el 

Decreto 3276/1974, de 28 de noviembre, de constitu-

ción y desarrollo de la Entidad Metropolitana de Barce-

lona y sus disposiciones concordantes.

“Posteriormente, la Ley 7/1985, reguladora de las 

bases del régimen local, mantuvo vigente dicho régi-

men especial salvo en lo que se oponga, contradiga 

o resulte incompatible con la misma, en virtud de lo 

dispuesto en su disposición adicional sexta.

“Pero más allá de antecedentes históricos, desde 

la década de los 80, el Ayuntamiento de Barcelona ha 

plasmado, en diversos documentos, su inquietud por 

disponer de una normativa que solucionara las defi-

ciencias que los responsables municipales se encon-

traban a la hora de gestionar una ciudad de más de 

un millón y medio de habitantes, pero con un anillo 

metropolitano que engloba casi tres millones, y ofre-

ciera soluciones adecuadas para la óptima gestión 

de la ciudad. El hito más relevante de este proceso lo 

constituyó la promulgación por el Parlamento de Cata-

luña, tras su aprobación por el Pleno del Ayuntamiento 

de Barcelona por unanimidad en julio de 1997 de un 

Anteproyecto de ley especial de Barcelona, de la Ley 

22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de 

Barcelona, norma autonómica donde se contempla un 

régimen especial para dicha ciudad en lo que se refiere 

a diversos aspectos referidos en los títulos de la misma, 

como son la organización del Gobierno municipal, los 

distritos, la potestad normativa municipal, la parti-

cipación ciudadana y los derechos de los vecinos, la 

organización municipal ejecutiva, y, esencialmente, las 

competencias municipales (urbanismo, infraestructu-

ras, vivienda, transportes, movilidad, telecomunicacio-

nes, medio ambiente, salud pública, servicios sociales, 

juventud, cultura, deportes, educación, seguridad ciu-

dadana y protección civil, entre otras).

“La legislación estatal posconstitucional se ha he-

cho eco de esta necesidad de que las dos ciudades más 

pobladas de la geografía española dispongan de una 

serie de especialidades, justificadas precisamente en 

las dificultades que la gestión de los asuntos municipa-

les comporta en las mismas.

“Así, la disposición transitoria cuarta de la reciente 

Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la 

modernización del gobierno local, establece que ‘En 

tanto no se apruebe su régimen especial, el título X 

de esta ley no será de aplicación al municipio de Bar-

celona’.

“Por su parte, el artículo 161 del Real decreto legis-

lativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas 

locales, dispone que ‘El municipio de Barcelona tendrá 

un régimen financiero especial, del que será supletorio 

lo dispuesto en esta ley’.

“Las Cortes Generales, en diversas ocasiones, han 

destacado también la importancia de aprobar el ré-

gimen especial que en esta ley se instaura. En fecha 

18 de marzo de 2003, el Congreso de los Diputados 

adoptó la proposición no de ley sobre las grandes ciu-

dades, las ciudades y sus áreas de influencia urbana, 

en la que se instaba al Gobierno de la nación para que, 

a través del diálogo con las entidades locales, las co-

munidades autónomas y buscando el más amplio con-

senso con las fuerzas políticas presentes en las Cortes 

Generales, diera cumplimiento a la moción aprobada 

por el Senado en sesión de 19 de febrero de 2002, por 

la que se insta al Gobierno, en el marco de las con-

versaciones existentes entre éste y la Comisión Mixta 
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  Generalidad de Cataluña-Ayuntamiento de Barcelona, 

y de los acuerdos que en ésta se adopten, a presentar, 

con la mayor brevedad posible, un proyecto de ley que 

otorgue al Ayuntamiento de Barcelona las capacidades 

y competencias que se recogen en la Carta Municipal 

de Barcelona.

“La relevancia de Barcelona en los ámbitos económi-

co, social y cultural, así como su proyección europea e 

internacional, motiva la existencia de unas necesidades 

organizativas y competenciales que difieren, en algunos 

aspectos, de las existentes en otros municipios españo-

les. Si una de las críticas más reiteradas por la doctrina 

en relación con la regulación de las entidades locales, 

ha sido la relativa al uniformismo en su tratamiento, en 

metrópolis como Barcelona es donde resulta más acu-

sada la necesidad de articular alguna medida que per-

mita a los responsables municipales atender de manera 

efectiva las demandas ciudadanas. A la voluntad de dar 

respuesta a esta necesidad obedece la presente ley, que 

constituye, junto a la Ley del Parlamento de Cataluña 

22/1998, de la Carta Municipal de Barcelona, la regula-

ción del régimen especial aplicable a esta ciudad.”

El artículo 45 de dicha ley regula el órgano compe-

tente para la aplicación de los tributos y demás ingresos 

de Derecho público municipales y el artículo 46 señala 

que contra los actos de la Administración municipal 

de aplicación de los tributos locales y otros ingresos de 

Derecho público que sean de competencia municipal 

se podrá interponer, en el plazo de un mes, recurso 

de alzada ante el Alcalde, aplicándose el régimen ju-

rídico del recurso regulado en el artículo 14 del texto 

refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales 

aprobado por Real decreto legislativo 2/2004, de 5 de 

marzo, y la resolución de este recurso de alzada pone 

fin a la vía administrativa y contra ella sólo cabe la in-

terposición del recurso contencioso-administrativo.

2.3. Naturaleza y caracteres

El órgano económico-administrativo del artículo 137 

LBRL es un órgano colegiado incardinado dentro de 

la Administración municipal, jerárquicamente indepen-

diente de los demás órganos administrativos encarga-

dos de aplicar los tributos y de imponer las sanciones, 

lo que no excluye que algún sector doctrinal haya 

cuestionado la independencia funcional de estos órga-

nos de revisión por mucho que la exposición de moti-

vos sostenga que “su composición y funcionamiento 

pretenden garantizar la competencia técnica, celeridad 

y la independencia tan patentemente requeridas por 

los ciudadanos en este ámbito”.

Se trata de un órgano de carácter técnico con los 

conocimientos precisos para el adecuado desempeño 

de las funciones que tiene encomendadas.

Se trata de un órgano especializado por razón de 

los asuntos de que conoce, siendo administrativo el 

procedimiento, como también son administrativas las 

competencias que tiene atribuidas.

Se trata de un órgano cuya resolución agota la vía 

administrativa y contra la resolución que dicte sólo ca-

brá la interposición del recurso contencioso-adminis-

trativo (artículo 137.2), lo que convierte a la reclama-

ción presentada ante el mismo como un presupuesto 

procesal del recurso jurisdiccional, y de no acudirse al 

mismo el recurso contencioso será inadmisible de con-

formidad con lo señalado en el artículo 69.c) de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción 

contencioso-administrativa. 

Así, para poder recurrir ante los juzgados de lo 

contencioso-administrativo los actos o resoluciones 

relativas a la aplicación y efectividad de los tributos 

e ingresos de Derecho público locales, es preciso que 

los mismos pongan fin a la vía administrativa, y en el 

caso de los municipios de gran población sólo sucede 

cuando el órgano económico-administrativo local haya 

dictado resolución al respecto.

Esta configuración de órgano con competencias re-

solutivas lo aleja de otro tipo de órganos que tienen ca-

rácter consultivo, cuyo ejemplo sería el Consell Tributari 

del Ayuntamiento de Barcelona, que desarrolla impor-

tantes funciones en materia tributaria local, entre ellas, 

y básicamente, la de emitir un informe preceptivo que 

se intercala en el expediente, antes de la resolución por 

parte de la Alcaldía de los recursos presentados por los 

contribuyentes locales.

2.4. Funciones

El artículo 137.1 LBRL atribuye a dicho órgano denomi-

nado “especializado” tres funciones, a saber:

1) La primera y esencial, el conocimiento y resolu-

ción de las reclamaciones sobre actos de gestión, liqui-

dación, recaudación e inspección de tributos e ingresos 

de Derecho público, que sean competencia municipal.

2) El dictamen sobre los proyectos de ordenanzas 

fiscales.
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3) La elaboración de estudios y propuestas en ma-

teria tributaria, en el caso de ser requerido por los ór-

ganos municipales competentes en materia tributaria.

La función esencial de dicho órgano especializado 

es, como se ha dejado dicho, el conocimiento y resolu-

ción de las reclamaciones sobre actos de gestión, liqui-

dación recaudación e inspección de tributos e ingresos 

de Derecho público, que sean competencia munici-

pal, de conformidad con lo establecido en el artículo 

137.1.a), si bien siguiendo al Ilmo. Magistrado D. Emi-

lio Aragonés Beltrán, presidente de la Sección 1ª del 

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, la mención 

indiscriminada a los “ingresos de Derecho público” es 

muy desafortunada, por lo que hay que entenderla en 

el sentido mucho mas correcto a que se refieren las 

letras a) y b) del artículo 135.2 LBRL; conocerá de 

las reclamaciones sobre actos de gestión, liquidación, 

inspección y recaudación de tributos de competencia 

municipal sin ninguna restricción y también de los ac-

tos de recaudación en período ejecutivo de los demás 

ingresos de Derecho público del ayuntamiento.

Así, el órgano que nos ocupa no podrá examinar el 

fondo del acto de que trae causa el acto recaudatorio 

del ingreso no tributario, limitando su conocimiento a 

la procedencia de la vía de apremio y a la concurrencia 

o no de los motivos tasados de oposición a la misma.

En su función resolutoria tendrá competencia para 

analizar si un acto administrativo ha sido dictado de 

forma correcta de acuerdo con la Ordenanza fiscal, 

pero queda excluida la competencia para el examen de 

las disposiciones generales de los ayuntamientos, sean 

ordenanzas o reglamentos. Contra las mismas no cabe 

recurso administrativo alguno, así lo prevé el artículo 

107.3 de la Ley 30/1992, sino que ha de acudirse di-

rectamente a la vía jurisdiccional siendo competente la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Su-

perior de Justicia [artículo 10.1.b) de la Ley 29/1998].

Hemos de precisar que en materia de contribucio-

nes especiales, el Tribunal Supremo sienta la doctrina 

de que el acuerdo de imposición de contribuciones 

especiales es un acto administrativo con destinatario 

plural, lo que acarrea efectos en orden a la compe-

tencia para conocer de los mismos, siendo, en este 

sentido, reiterada la doctrina de la Sección 1ª del Tribu-

nal Superior de Justicia de Cataluña en la que, en re-

lación a esta cuestión, en sentencias núm. 1386/2004, 

750/2005, 1418/2005 y 667/2008, entre otras y siguien-

do lo señalado por la sentencia del Tribunal Supremo, 

de 29 de noviembre de 2002, mantiene que los actos de 

ordenación de tributos, entre ellos los acuerdos de im-

posición y ordenación de contribuciones especiales, no 

participan de la naturaleza de las disposiciones genera-

les, sino que son actos administrativos con destinatario 

plural, ya que establecen las condiciones en que han de 

fijarse y exaccionarse los correspondientes tributos entre 

los obligados a su pago, sin que puedan asimilarse a las 

ordenanzas; de lo que se concluye que la competencia 

para su conocimiento corresponderá a los juzgados de 

lo contencioso-administrativo. 

A propósito de las materias susceptibles de reclama-

ción económico-administrativa, se ha puesto de mani-

fiesto un defecto de técnica legislativa del que adolece 

la norma al no contemplar los actos de imposición de 

sanciones tributarias. Así, la comparación entre las pre-

visiones del artículo 226 de la Ley general tributaria, Ley 

58/2003, de 17 de diciembre (en adelante LGT-2003), 

relativo al ámbito de aplicación de las reclamaciones 

económico-administrativas, y las contenidas en el artícu

lo 137.1.a) LBRL, permite constatar la existencia de di-

ferencias referidas a los citados actos de imposición de 

sanciones. La duda que se plantea es si la no-inclusión 

de los mismos en el citado precepto de la LBRL supone 

su exclusión del ámbito competencial del órgano econó-

mico-administrativo local. Duda que procede despejar 

en el sentido de que dicha exclusión carece de moti-

vación alguna, resultando totalmente ilógico entender 

que la deuda tributaria debe someterse a revisión eco-

nómico-administrativa local y en cambio queda excluida 

de su competencia la sanción tributaria, debiendo en-

tenderse que cuando se habla de ingresos de Derecho 

público se incluyen las sanciones. Así, procede destacar 

que el Reglamento orgánico del Tribunal Económico-

Administrativo Municipal del Ayuntamiento de Madrid, 

en su artículo 18, incluye entre los actos susceptibles de 

reclamación las sanciones tributarias.

Otra omisión legal, siguiendo al profesor Fernández 

López, es la competencia del órgano para conocer de 

los actos de los particulares en materia tributaria, si-

lencio que podría justificarse por cuanto, en el ámbito 

de los tributos e ingresos de Derecho público munici-

pales, es difícil que tengan lugar actos de repercusión, 

retención o facturación de forma similar a los previstos 

en el artículo 227.4 LGT-2003 para las reclamaciones 

económico-administrativas estatales. Sin embargo, no 

resulta extravagante que se puedan plantear contro-

versias de naturaleza tributaria entre el contribuyente y 

el sustituto, como puede ocurrir en el impuesto sobre 

construcciones, instalaciones y obras (ICIO), si bien 
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  parece que en los citados supuestos la laguna legal 

sólo podría colmarse acudiendo a la aplicación suple-

toria de la LGT.

Junto con la referida función, el artículo 137.1 en 

sus apartados b) y c) atribuye a dicho órgano otras 

funciones, en estos casos de carácter consultivo, como 

son el dictamen sobre proyectos de ordenanzas fisca-

les y elaboración de estudios y propuestas en materia 

tributaria.

En relación con el desempeño de tales funciones 

puede señalarse como referente del órgano previsto 

en el artículo 137 LBRL al Consell Tributari del Ayunta-

miento de Barcelona, cuyo Reglamento orgánico fue 

aprobado definitivamente el 23 de febrero de 2000 

(BOP de 8 de marzo de 2000).

La propia redacción del precepto implica que el dicta-

men a que se refiere la letra b) tiene carácter preceptivo 

pero no vinculante. Nada dice, sin embargo, el precepto 

sobre el momento de la tramitación de la ordenanza en 

que debe procederse a su emisión, debiendo entender-

se que para que el mismo sea eficaz lo apropiado sería 

que se emitiera con anterioridad a la aprobación de la 

Ordenanza fiscal por el Pleno del Ayuntamiento.

No obstante, la atribución de esta función no garan-

tiza la defensa de los ciudadanos en el ámbito tributario 

(como se pretende en la tantas veces citada exposición 

de motivos), por cuanto el órgano que previamente ha 

dictaminado sobre el proyecto de una ordenanza fiscal 

es el competente para pronunciarse a posteriori sobre 

si un acto de la Administración tributaria municipal ha 

sido dictado correctamente de acuerdo con la Ordenan-

za fiscal, lo que pone en entredicho la objetividad de 

la resolución que se dicte, circunstancia que es singu-

larmente evidente cuando en la aprobación por parte 

del Pleno del Ayuntamiento de una Ordenanza fiscal se 

haya asumido casi en su integridad el dictamen previo 

por el órgano económico-administrativo.

Y en cuanto a la tercera de las funciones encomen-

dadas al órgano que nos ocupa, y a diferencia de la 

preceptiva función de dictamen sobre los proyectos de 

ordenanzas fiscales, dichos estudios y propuestas en 

materia tributaria sólo tendrán lugar “en el caso de ser 

requerido por los órganos municipales competentes”, 

quedando excluido que pueda nacer de oficio por el 

propio tribunal, si bien éste podría “provocar” la soli-

citud de dichos estudios poniendo de manifiesto a los 

órganos municipales competentes la necesidad de un 

estudio o propuesta en una materia determinada que 

resultara de interés en el ámbito tributario; se trata de 

una función de estricto asesoramiento técnico que se 

diferencia del dictamen, cuyo objeto es el control de 

adecuación de una futura disposición normativa.

2.5. Reposición potestativa

El artículo 108 LBRL, que ha recibido una nueva redac-

ción por el artículo primero de la Ley 57/2003, señala 

que: “Contra los actos sobre aplicación y efectividad 

de los tributos locales y de los restantes ingresos de 

Derecho público de las entidades locales, tales como 

prestaciones patrimoniales de carácter público no tri-

butarias, precios públicos y multas y sanciones pecu-

niarias, se formulará el recurso de reposición específi-

camente previsto a tal efecto en la Ley reguladora de 

las haciendas locales. Dicho recurso tendrá carácter  

potestativo en los municipios a que se refiere el título 

X de esta ley.”

Ello supone que el recurso de reposición estableci-

do en el artículo 14 LRHL es obligatorio con carácter 

general, a salvo el supuesto concreto, que ahora nos 

ocupa, de los municipios de gran población a que se 

refiere el título X de la LBRL

Concretando este aspecto, el número 3 del artícu-

lo 137 LBRL señala que los interesados podrán, con 

carácter potestativo, presentar previamente recurso de 

reposición, añadiéndose que contra el mismo puede 

interponerse reclamación ante el órgano para la resolu-

ción de las reclamaciones económico-administrativas.

Por tanto, con la nueva regulación se ha clarificado 

la situación anterior que había originado pareceres 

doctrinales y posturas jurisprudenciales contrapuestas 

acerca del carácter preceptivo o potestativo del recurso 

de reposición.

Debe destacarse, por último, que no cabe simulta-

near recursos al amparo de lo previsto en los artículos 

222.2 LGT-2003 y 21 y 22 del Reglamento general 

de revisión, aprobado por el Decreto 520/2005, de 13 de 

mayo (en adelante RGRVA, que viene a reproducir lo 

anteriormente reglamentado por el artículo 2 del Real 

decreto 2244/1979), de tal forma que el interesado no 

podrá promover reclamación económico-administrativa 

hasta que el recurso de reposición se haya resuelto de 

forma expresa o hasta que se considere desestimado 

tácitamente por silencio administrativo. No obstante, 

cuando se haya interpuesto a la vez un recurso de re-

posición y una reclamación económico-administrativa 

que tengan como objeto el mismo acto, se tramitará 
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el recurso (ya sea en reposición o como reclamación 

económico-administrativa) presentado en primer lugar, 

declarando inadmisible el segundo.

2.6. Reclamación económico-administrativa 
ante los órganos estatales

De conformidad con lo establecido en el artículo 137.6 

LBRL, “la reclamación regulada en el presente artículo 

se entiende sin perjuicio de los supuestos en que la ley 

prevé la reclamación económico-administrativa ante 

los tribunales económico-administrativos”.

Se trata de un precepto reiterativo que reproduce 

para las reclamaciones económico-administrativas ante 

el órgano del artículo 137 LBRL, lo ya establecido en el 

artículo 14.2, letra a), LRHL.

Por tanto, contra los actos de gestión censal del im-

puesto de bienes inmuebles (IBI) y del impuesto de ac-

tividades económicas (IAE) cuando son llevados a cabo 

por las entidades locales por delegación del Estado, así 

como contra la resolución de los recursos de reposición 

interpuestos contra aquellos actos, deberá seguir for-

mulándose, con carácter previo a la vía jurisdiccional, 

reclamación económico-administrativa ante los órga-

nos económico-administrativos estatales detallados en 

el artículo 228.2 LGT-2003.

Esta gestión “bicéfala”, “compartida”, “bifronte” 

o “dual”, como se ha dado en calificar, en relación con 

los dos principales impuestos municipales, como son el 

IBI y el IAE, ocasiona numerosos problemas prácticos, 

y así puede ocurrir que tras una inspección en relación 

con el cómputo de una determinada superficie a efec-

tos del IAE el ayuntamiento levanta acta, gira liquida-

ción e impone una sanción tributaria, la competencia 

para conocer del acto censal corresponde a la sala de 

lo contencioso-administrativo mientras que la compe-

tencia para conocer de la liquidación y de la sanción 

corresponde al juzgado de lo contencioso.

2.7. Composición

El artículo 137.4 LBRL dispone que el órgano económi-

co-administrativo local estará constituido por un número 

impar de miembros, con un mínimo de tres, designados 

por el Pleno con el voto favorable de la mayoría absoluta 

de los miembros que legalmente lo integren, de entre 

personas de reconocida competencia técnica.

El acierto en la composición o constitución del órgano 

será la clave de su éxito o fracaso. 

Hay que valorar de forma positiva que la designa-

ción de los miembros de tal órgano corresponda al 

Pleno, que es el órgano de máxima representación po-

lítica de los ciudadanos en el gobierno municipal, con 

el voto favorable de la mayoría absoluta de sus miem-

bros; y así, las diferencias con el sistema de designación 

de las personas que integran los órganos económico-

administrativos estatales son evidentes al ser aquí el 

poder ejecutivo el titular de la competencia, pues, se-

gún se dispone en el RGRVA, en sus artículos 29 y 30, 

los miembros del TEAC se nombran y se separan por 

real decreto del Consejo de Ministros a propuesta del 

ministro de Economía y Hacienda, y los miembros de 

los TEAR y de los tribunales económico-administrativos 

locales de Ceuta y Melilla son nombrados y separados 

por orden del ministro de Economía y Hacienda.

El precepto exige que el nombramiento se realice en-

tre “personas de reconocida competencia técnica”, lo 

cual es la consecuencia lógica de uno de las caracterís-

ticas de este órgano, antes señalada, cual es, la de ser 

un órgano técnico. Dicha competencia técnica deberá 

referirse a la materia tributaria, debiéndose procurar la 

especialización en la misma, máxime cuando tanto en los 

tribunales administrativos como en los jurisdiccionales se 

tiende en la actualidad a procurar dicha especialización al 

objeto de lograr unas resoluciones, en los asuntos que los 

mismos tienen encomendadas, técnicamente precisas.

Los restantes aspectos formales relativos a la com-

posición del órgano (las funciones concretas y precisas 

de cada uno de sus miembros, duración de los cargos, 

etc.) serán objeto de regulación específica en el regla-

mento que debe aprobar el Pleno, a tenor de lo esta-

blecido en el artículo 137.5 LBRL.

Por último, el precepto señala cuatro causas del 

cese de los miembros designados, a saber: a) a peti-

ción propia (dimisión), b) por acuerdo del Pleno, con 

la misma mayoría que para su nombramiento (mayoría 

absoluta), c) condena mediante sentencia firme por 

delito doloso y d) sanción mediante resolución firme 

por la comisión de una falta disciplinaria grave o muy 

grave, correspondiendo al Pleno la incoación y reso-

lución del correspondiente expediente disciplinario, si 

bien hay que llamar la atención, como señala el Ilmo. 

Sr. Magistrado D. Emilio Aragonés, la omisión de otras 

causas de cese como la edad o la incapacidad así como 

la regulación del tema, ciertamente delicado y polémico, 

del régimen de incompatibilidades.
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  También destacar, en relación con el cese de sus 

miembros, la opinión del profesor Chico de la Cáma-

ra, quien considera criticable que el Pleno, una vez ha 

nombrado a los miembros, pueda cesarlos, entendien-

do que ello entra en conflicto con la independencia 

técnica que aspira alcanzar la LBRL, haciendo notar 

que el Reglamento orgánico del Consell Tributari del 

Ayuntamiento de Barcelona no recoge, a su entender, 

con acierto, dicha causa de cese a fin de garantizar la 

citada independencia técnica.

2.8. Funcionamiento

Según el artículo 137.5 LBRL, el funcionamiento de 

dicho órgano se basará en criterios de independencia 

técnica, celeridad y gratuidad.

La independencia es técnica; a pesar de las aludidas 

críticas por parte de algún sector respecto al cese de 

sus miembros, dicho órgano (integrado en la Adminis-

tración municipal) ha de ser autónomo en la toma de 

sus decisiones, con sujeción estricta al Derecho y sin 

poder recibir órdenes de la Administración activa.

La celeridad implica que dicho órgano tratará de 

resolver las cuestiones sometidas a su pronunciamien-

to con rapidez y prontitud al objeto de garantizar los 

derechos de los ciudadanos, así como de lograr la de-

seada eficacia, efectividad y eficiencia en la actuación 

administrativa.

Por último, la norma legal alude al criterio de la 

gratuidad, por lo que no podrán imponerse tasas ni 

gravamen alguno por la interposición y sustanciación 

de las reclamaciones económico-administrativas loca-

les. No obstante, resulta de aplicación lo dispuesto en 

el artículo 234.4 LGT-2003, que prevé la gratuidad del 

procedimiento económico-administrativo añadiendo 

que: “No obstante, si la reclamación o recurso resul-

ta desestimado y el órgano económico-administrativo 

apreciare temeridad o mala fe, podrá exigirse al recla-

mante que sufrague las costas del procedimiento, se-

gún los criterios que se fijen reglamentariamente”.

2.9. Procedimiento

El procedimiento de las reclamaciones económico-

administrativo locales será objeto de regulación por 

reglamento aprobado por el Pleno, el cual deberá 

ajustarse a lo establecido en la LGT y en la normativa 

estatal reguladora de las reclamaciones económico-

administrativas, de conformidad con lo establecido en 

el artículo 137.5 LBRL.

El citado reglamento tendrá carácter de orgánico 

por disponerlo así el artículo 123 de la Ley su aproba-

ción requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta 

de sus miembros, y dispondrá de un amplio margen 

para regular el funcionamiento del órgano del artículo 

137 LBRL, debiendo ser adaptadas las normas previstas 

para las reclamaciones estatales a las características y 

funcionamiento de aquel.

Clases

Aunque el antes citado artículo 137.4 LBRL exige 

que el órgano económico-administrativo local esté 

compuesto por un número de tres miembros, ello no 

impide la posibilidad de funcionar de forma uniperso-

nal para determinados asuntos de escasa cuantía.

Los artículos 234 y 245 LGT-2003 regulan respecti-

vamente el procedimiento general y el procedimiento 

abreviado.

El procedimiento abreviado, que constituye una 

de las novedades de la LGT-2003 para agilizar la reso-

lución de las reclamaciones y disminuir el número de 

asuntos pendientes en los tribunales económico-admi-

nistrativos (en palabras de la exposición de motivos en 

su punto VI), y que se resuelve por un órgano uniperso-

nal, resulta de aplicación en los siguientes casos:

a) Cuando la cuantía sea inferior a la que se determi-

ne reglamentariamente, por lo será el reglamento orgá-

nico el que habrá de determinar la cuantía, quedando 

en manos del Pleno la posibilidad de que las reclamacio-

nes sean resueltas por un órgano unipersonal.

b) Cuando se alegue exclusivamente la inconstitu-

cionalidad o ilegalidad de las normas, falta o defecto 

de notificación, insuficiencia de motivación o incon-

gruencia del acto impugnado.

c) Cuando concurran otras circunstancias previstas 

reglamentariamente.

También podrá actuar de forma unipersonal, de 

conformidad con lo dispuesto en la normativa estatal 

(artículos 236.6, 238.1 y 239.4) para la resolución de 

las cuestiones incidentales, para acordar la terminación 

del procedimiento por medio diferente a la resolución 

y para declarar la inadmisibilidad de la reclamación.

Como ejemplos podemos señalar que el Reglamen-

to orgánico del Ayuntamiento de Móstoles ha fijado 

la cuantía de 10.000 euros para la aplicación de pro-

cedimiento abreviado, y en Valladolid el Reglamento 

orgánico señala que en el procedimiento abreviado es 
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obligatorio dar traslado al administrado al objeto de 

que aporte las pruebas que estime oportunas.

El procedimiento general se resuelve por el órgano 

colegiado y resulta aplicable cuando no concurra nin-

guna de las circunstancias en las que resulte de aplica-

ción el procedimiento abreviado.

Inicio

El procedimiento se inicia mediante escrito que 

puede tener uno de los tres contenidos posibles, a vo-

luntad de interesado, a tenor de lo dispuesto en el ar-

tículo 235.2 LGT-2003:

1) Limitarse a solicitar que se tenga por interpuesta 

la reclamación, identificación del reclamante, el acto 

que se impugna, el domicilio a efectos de notificacio-

nes y el órgano ante el que se interpone.

2) Expresar las alegaciones en las que el reclaman-

te funda su pretensión, con renuncia a las alegaciones 

posteriores.

3) Contener alegaciones de fondo pero con reserva 

expresa de poder formular otras tras la puesta de ma-

nifiesto del expediente.

Dicho escrito será presentado ante el órgano que 

ha dictado el acto reclamable. En el caso de las recla-

maciones económico-administrativas locales basta la 

presentación en el ayuntamiento, cualquiera que sea 

la dependencia, la cual lo remitiría, si procede, al 

órgano correspondiente. 

Alegaciones e informe

Una vez presentado el escrito, el órgano económico-

administrativo lo pondrá de manifiesto a los interesados 

que hubieren comparecido, formulándose las corres-

pondientes alegaciones, pudiendo ser propuestas las 

pruebas que se estimen pertinentes. En este trámite el 

órgano económico-administrativo podrá solicitar infor-

me con el objeto de aclarar determinadas cuestiones

Terminación y resolución 

El procedimiento podrá finalizarse, además de 

mediante resolución, por renuncia al derecho, por 

desistimiento, por caducidad o por satisfacción extra-

procesal.

En cuanto a la obligación de resolver y de notificar 

la resolución, debemos recordar que el Tribunal Cons-

titucional en reiteradas sentencias (STC 188/2003, 

220/2003, 14/2006 y 64/2007, entre otras) ha adverti-

do a los órganos de resolución de recursos y reclama-

ciones la obligación de resolver pese a que se desesti-

me la pretensión ejercitada de forma presunta.

Respecto al plazo, éste difiere según se trate del 

procedimiento ordinario (un año desde la interposición 

de la reclamación) o del procedimiento abreviado (seis 

meses). Transcurrido dicho plazo de resolución expresa 

no se devengarán intereses de demora siempre que se 

haya acordado la suspensión de la ejecución del acto 

administrativo.

Recursos

La resolución que dicten los órganos económico-

administrativos locales pone fin a la vía administrativa 

y contra ella solo cabe la interposición del recurso con-

tencioso.

Por último, debe entender aplicable el recurso de 

anulación, el cual constituye una de las grandes no-

vedades introducidas por la LGT-2003. Regulado en el 

artículo 239.6 de la Ley, se configura como un recurso 

no devolutivo que faculta la revisión por los tribunales 

económico-administrativos de sus propios actos y re-

soluciones en los taxativos y excepcionales supuestos 

enumerados en el referido precepto. Se trata, clara-

mente, de un recurso excepcional asimilable al inci-

dente de nulidad de actuaciones de las resoluciones 

judiciales.

También hay que advertir que para que el ayunta-

miento pueda interponer recurso contra las resolucio-

nes dictadas por el órgano económico-administrativo 

local deberá acudir al procedimiento de lesividad, de 

igual manera que corresponde al ministro de Economía 

y Hacienda contra las resoluciones dictadas por los ór-

ganos económico-administrativos estatales.

3. Valoración final y conclusiones

Como punto de partida, la creación de un órgano eco-

nómico-administrativo específico para el conocimiento 

y resolución de las reclamaciones relativas a la gestión 

tributaria local, función primordial del órgano que nos 

ocupa, debe ser saludada de forma satisfactoria. La 

escasa cuantía económica que suele caracterizar, con 

carácter general, a los asuntos que son objeto de im-

pugnación en la esfera tributaria local y la excesiva tar-

danza en la resolución de los recursos planteados ante 

los órganos jurisdiccionales constituyen motivos lo su-

ficientemente razonables como para que el legislador 

decida instituir mecanismos jurídicos que, sin merma 

de las debidas garantías procesales para los particula-

res afectados, reduzcan el coste y la incertidumbre, por 

la dilación que supone la vía judicial, siempre primera y 

última garantía de los ciudadanos pero, en ocasiones, 

gravosa por los citados inconvenientes; si bien la solución 

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 53 a 62 

 



62 I   qdl 20. Junio de 2009

Pilar Galindo Morell

  prevista para tales municipios resulta insuficiente pues 

los restantes municipios que no ostentan tal condición 

se ven privados del mecanismo de agilización previsto 

en la Ley 57/2003.

Para solventar tal deficiencia, algún autor como 

Checa González y Calvo Ortega propugnan la fórmula 

de que en cada provincia se constituyese un órgano de 

características similares al previsto para los municipios 

de gran población y que fuesen las propias diputacio-

nes provinciales las que los impulsasen, seleccionando 

ellas mismas a los miembros de dicho órgano, que de-

berían ser personas de reconocida competencia técnica 

de entre las listas ofrecidas por los respectivos munici-

pios, siendo nombrado un presidente con el suficiente 

grado de experiencia en la materia. Con ello se obten-

dría con carácter general, para todos los municipios 

con independencia de su población, una vía cómoda, 

fácil y sin coste económico alguno para que los ciuda-

danos pudieran reclamar contra los actos tributarios en 

materia local.

Además, y para lograr y obtener una eficacia en el 

actuar de dicho órgano sería deseable una fluida rela-

ción entre los distintos órganos encargados de resolver 

los expedientes de naturaleza tributaria, ya que la falta 

de coordinación entre los mismos merma las garantías de 

los administrados, lo que podría lograrse, en opinión 

del profesor Chico de la Cámara, con la inclusión en la 

página web del ayuntamiento y en la memoria de los 

tribunales municipales los diferentes criterios adopta-

dos en sus resoluciones.

Por tanto, y desde la experiencia y la puesta en 

funcionamiento del órgano que nos ocupa, la valora-

ción de la previsión legal del órgano encargado de la 

resolución económico-administrativa local resulta al-

tamente positiva, si bien no puede decirse lo mismo 

de la remisión que el artículo 137 en su apartado 5 

efectúa a la LGT y a la normativa estatal reguladora 

de las reclamaciones económico-administrativas, pues 

la misma resulta lesiva y peligrosa para la autonomía 

local (en términos empleados por el Ilmo. Sr. Magis-

trado D. Emilio Aragonés Beltrán) al dictar el legislador 

tributario normas generales (con el título competen-

cial de “Hacienda general” del artículo 149.1.14) que 

en realidad son normas concebidas de forma exclusiva 

para la Hacienda estatal y para su organización y pro-

blemática, suscitando enormes problemas la aplicación 

supletoria a la Hacienda local, siendo deseable, por 

tanto, la aprobación de un reglamento “económico-

administrativo local” que responda de forma particular 

a las exigencias y problemáticas del mundo local, te-

niendo en cuenta la experiencia de los tribunales eco-

nómico-administrativos estatales, especialmente en 

relación con la duración de los procedimientos, pues 

la eficacia de dichos órganos depende, en gran parte, 

de la rapidez que se dé  a la resolución de los conflictos 

ante ellos planteada. 
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